LEGISLATURA  DEL  ESTADO

EXPOSICION  DE  MOTIVOS

DICTAMEN DE INICIATIVA PRESENTADA POR EL DIPUTADO ALFREDO ARGUELLES BASAVE, INTEGRANTE DE LA  LVII  LEGISLATURA

CON FECHA:   4  DE  AGOSTO  DEL  2005.

DECRETO:   21483

LEY  DE  HACIENDA  MUNICIPAL

DEL  ESTADO  DE  JALISCO

CIUDADANOS  DIPUTADOS:

A las Comisiones de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos que es a cargo de los suscritos, les fue turnada por acuerdo de la Asamblea para su estudio y dictamen la iniciativa de Ley que reforma y adiciona diversos artículos de la Ley de Hacienda Municipal y Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal, ambas del Estado de Jalisco, misma que fue presentada por el Diputado Alfredo Argüelles Basave, proyecto que se dictamina en esta oportunidad de acuerdo a los siguientes: 

A N T E C E D E N T E S

I.-  Que mediante oficio sin número, signado por el Diputado Pedro Ruiz Higuera, Presidente de la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, se envió al Diputado José María Martínez Martínez, para los efectos del artículo 107, párrafo primero de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, la Iniciativa de Ley que reforma y adiciona diversos artículos de la Ley de Hacienda Municipal, ambas para el Estado de Jalisco; misma que fue presentada por el Diputado Alfredo Argüelles Basave.
II.- Que el Diputado Alfredo Argüelles Basave, en el uso de las facultades que le confieren los artículos 28 fracción I y 35 fracción I de la Constitución Política del Estado de Jalisco, presento el pasado 4 de Agosto del 2005, Iniciativa de Ley que reforma y adiciona diversos artículos de la Ley de Hacienda Municipal y la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal, ambas del Estado de Jalisco.
III.-  Que entre las propuestas presentadas por el Diputado Alfredo Argüelles Basave, destacan las siguientes:

a).  Actualmente el artículo 23, en su fracción VIII de la propia Ley de Hacienda Municipal, dispone literalmente que entre las facultades del Tesorero Municipal, se encuentra la de delegar facultades a servidores públicos de la Tesorería para el desempeño y vigilancia de los asuntos que sean de su competencia; no menos cierto es que operativamente esto representa un importante requisito administrativo que recibe la  legalidad de todos los actos administrativos emitidos por aquel funcionario en que recaiga la delegación de dicha facultad, toda vez que en el mismo acto administrativo debe señalarse con precisión el acuerdo delegatorio, su fecha de publicación en la Gaceta Municipal y otra serie de requisitos que vuelve complicada dicha labor.

b). Por estas razones, consideramos importante que el Tesorero comparta con el titular del área de ingresos, en aquellos municipios que por su tamaño cuenten con este funcionario, algunas de las funciones operativas mas importantes, de tal forma que este pueda ayudarle en la debida recaudación de recursos que por contribuciones correspondan legalmente al municipio. 
IV.-  Que de conformidad con el artículo 107, párrafo 3, 4 y 5 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, el Diputado José María Martínez Martínez pone a consideración de los integrantes de esta Comisión, el siguiente proyecto de Dictamen, para su discusión y votación.
V.- Una vez estudiados los puntos que integran la iniciativa en comento, la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos propone las siguientes: 
CONSIDERANDOS

I.-  Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 97 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos tiene por objeto, conocer de los asuntos relativos a reformas planteadas a las Leyes reglamentarias u orgánicas de dispositivos de la Constitución Política del Estado y los que la Constitución Federal le autorice reglamentar. 
II.- Que los análisis, consideraciones y argumentos que, de conformidad con la Ley Orgánica del Poder Legislativo, presenta el Diputado José María Martínez Martínez, a estas comisiones legislativas, para que en su caso y previa discusión y votación, los hagan suyos, son los siguientes:

a).- Sin lugar a dudas, el fortalecimiento de la autonomía municipal y el reconocimiento del Municipio como nivel de gobierno, es una tarea inconclusa. En efecto, a pesar de la  reforma de 1999 al artículo 115 constitucional y lo claro de los preceptos emanados de ella, se sigue desconociendo la importancia de la vida municipal y sobre todo, el ámbito de competencias exclusivo que la Constitución le otorga, a la vez de impedir límites a las legislaturas estatales. Por lo anterior, es que se debe incentivar este tema y seguir consolidando al Municipio como nivel de gobierno, en cuanto que es comunidad natural de vida y el ámbito más cercano a las necesidades y problemas del ciudadano. 

b).- La iniciativa objeto del presente dictámenes relativa a la vida municipal, en este caso, respecto de su hacienda pública. Por lo anterior, es que consideremos indispensable proceder, como siempre se ha hecho en los dictámenes, con sumo cuidado al análisis de la presente propuesta, a fin de verificar su adecuación a las disposiciones constitucionales y legales aplicables dando cumplimiento a la par, a los siguientes párrafos de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco:
Artículo 147.

1….. 
2.- El ejercicio de la facultad de iniciativa, en cualquiera de los casos señalados en los numerales inmediatos anteriores, no  supone que el Congreso del Estrado deba aprobar las iniciativas así presentadas, sino únicamente que las mismas deben ser valoradas mediante el procedimiento legislativo, con las modalidades específicas que, en su caso, fijen las leyes.
3.- La presentación de una iniciativa no genera derecho a persona alguna, únicamente supone el inicio del procedimiento legislativo que debe agotarse en virtud del interés público. 

c).- La presente iniciativa tiene por fin, mejorar la recaudación de impuestos, con base en el otorgamiento de determinadas atribuciones que la ley confiere al servidor público que maneja la Hacienda Municipal, a un funcionario distinto. En ese sentido, consideramos que lo anterior no es adecuado, ya que precisamente se vislumbra un responsable de dicha área, esencial en la administración municipal y ese es precisamente el servidor público encargado del área de la Hacienda Municipal. Precisamente en la iniciativa se reconoce lo anterior, ya que se establece que el encargado del área de ingresos propuestos “deberá acatar las órdenes y determinaciones del Tesorero Municipal”.

Lo anterior se confirma al analizar el artículo 67 de la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal que a la letra establece: 
Artículo 67.  Compete a funcionario de la Hacienda Municipal: 
I.  Verificar por sí mismos o por medio de sus subalternos, las recaudación de las contribuciones municipales, así como cuidar de la puntualidad de los cobros, de la exactitud de las liquidaciones, de la prontitud en el despacho de los asuntos de su competencia y del buen orden y debida comprobación de las cuentas de ingresos y de egresos.
…………

Por lo anterior, consideramos que no es necesaria la creación de tal figura y que perfectamente, el funcionario encargado de la Hacienda Municipal puede auxiliarse del personal con que el cuente, acorde a la reglamentación municipal de la materia y el ámbito presupuestal municipal, e incluso, delegar determinadas funciones a dicha estructura, cubriendo los requisitos legales y reglamentarios aplicables.

d).- Por otro lado, consideramos que si bien la iniciativa tiene por fin apoyar el ámbito recaudatorio municipal, como medio para incentivar y fortalecer a la hacienda pública de los Municipios, termina implicando para estos, concretamente para aquellos cuyo órgano de gobierno esté integrado por mas de catorce ediles, la obligación de contar con un servidor público denominado encargado del área de ingresos, lo cual impacta un ámbito exclusivo del Municipio y por ende, las disposiciones que sobre la materia establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En efecto, en este caso consideramos que estamos en presencia de aspectos que son ya materia exclusiva de los ordenamientos municipales de la materia, en orden a la redacción vigente del artículo 115 de la Carta Magna Federal, la cual en lo conducente señala lo siguiente: 
El objeto de las leyes a que se refiere el párrafo anterior, será establecer. 

a). Las bases generales de la administración pública municipal y del procedimiento administrativo, incluyendo los medios de impugnación y los órganos para dirimir las  controversias entre dicha administración y los particulares, con sujeción a los principios de igualdad, publicidad, audiencia y legalidad;

b).  Los casos en que se requiera el acuerdo de las dos terceras partes de los miembros de los Ayuntamientos para dictar resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario municipal o para celebrar actos o convenios que comprometan al municipio por un plazo mayor al periodo del ayuntamiento;

c).  Las normas de aplicación general para celebrar los convenios a que se refiere tanto las fracciones III y IV de este artículo, como el segundo párrafo de la fracción VII del artículo 116 de esta Constitución; 

d).  El procedimiento y condiciones para que el gobierno estatal asuma una función o servicio municipal cuando, al no existir el convenio correspondiente, la legislatura estatal considere que el municipio del que se trate este imposibilitado para ejercerlos o prestarlos; en este caso, será necesaria solicitud previa del ayuntamiento respectivo, aprobada por cuando menos las dos terceras partes de sus integrantes y;

e). Las disposiciones aplicables en aquellos municipios que no cuenten con los bandos o reglamentos correspondientes.

Las legislaturas estatales emitirán las normas que establezcan los procedimientos mediante los cuales se resolverán los conflictos que se presenten entre los municipios y el Gobierno del Estado, o entre aquellos, con motivo de los actos derivados de los incisos c) y d) anteriores;
Ahora, a la par de estas disposiciones que nos deja en claro que las facultades de las legislaturas estatales para regular el ámbito municipal no son omnímodas debemos establecer que en Jalisco formalmente existe una regulación completa que tutela ese ámbito de atribuciones que detentan los Ayuntamientos a fin de regular sus órganos administrativos internos y por tanto, a los servidores públicos que los integran. Así, es redestacar que acorde al principio de supremacía constitucional. Lo anteriormente señalado fue plasmado expresamente en la Constitución Política del Estado de Jalisco, en el artículo 77, donde además, de manera clara y categórica, se señala que las leyes en materia municipal que expida el Congreso del Estado únicamente deberá establecer los temas ya señalados.
Por lo que respecta a la esencial área de la administración pública municipal, queda claro que la regulación de ésta, corresponde al ámbito exclusivo de los municipios, debiendo estar acorde a la reglamentación que estos emitan con lo dispuesto en la ley que establezca las bases generales de la administración pública municipal, la cual, en el caso de Jalisco, es precisamente la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal. 
Sobre este tema en particular es de destacar también, que acorde con la facultad de los Municipios para regular la administración pública municipal que les deriva, es competencia exclusiva de estos, la atribución de crear y suprimir empleos públicos dentro de sus respectivas jurisdicciones. Esto, se encuentra también expresamente establecido en nuestra Constitución Local, la cual, en su artículo 35, fracción V señala que el Congreso del Estado crea y suprime los empleos públicos, salvo el caso de los empleos públicos municipales. A su vez, el artículo 77 en su fracción IV señala que los Ayuntamientos se encuentran facultados para expedir los reglamentos que normen la creación y supresión de los empleos públicos municipales y las relaciones de trabajo entre el Municipio y sus servidores públicos. 
Por tanto, la Ley no puede ya, obligar a los Ayuntamientos a que creen determinados cargos públicos, ya que esto es materia exclusiva de la reglamentación municipal. Este criterio se fortalece al analizar el dictamen de la Cámara de Diputados que da origen a las reformas de 1999 del artículo 115 constitucional, mismo que señala:


4.2  La intención de esta comisión dictaminadora, consiste en fortalecer el ámbito de competencia municipal y las facultades de su órgano de gobierno. Por ello se propone tal y como lo plantean los autores de las iniciativas antes descritas, delimitar el objeto y los alcances de las leyes estatales que versan sobre cuestiones municipales. Lo que se traduce es que la competencia reglamentaria del municipio, implique de  forma exclusiva, los aspectos fundamentales para su desarrollo. De ahí que se defina y modifique en la fracción II, el concepto de bases normativas, por el de leyes estatales en materia municipal, conforme a las cuales los ayuntamientos expiden sus reglamentos, y otras disposiciones administrativas de orden general.

Dichas Leyes se deben orientar a las cuestiones generales sustantivas y adjetivas, que le den un marco homogéneo a los municipios de un Estado, sin intervenir en las cuestiones específicas de cada municipio. 
En consecuencia, queda para el ámbito reglamentario como facultad de los ayuntamientos, todo lo relativo a su organización y funcionamiento interno y de la administración pública municipal, así como para la regulación sustantiva y adjetiva de las materias de su competencia a través de bandos, reglamentos, circulares y demás disposiciones de carácter general;  mientras que las leyes estatales en materia municipal, contemplaran lo referente al procedimiento administrativo, conforme a los principios que se enuncian en los nuevos incisos y demás aspectos.


Lo anterior fue reglamentado por el Senado, el cual en la minuta de mérito estableció lo siguiente:

“Esta vertiente tiene su expresión en las fracciones II y V, complementadas con los artículos transitorios segundo, quinto y sexto. Como se observa en la propuesta enviada por la H. Colegisladora, la fracción II evoluciona a una tipificación muy específica de los objetos de las leyes que norman las facultades de los ayuntamientos para aprobar bandos de policía y gobierno; reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general y que organice la administración pública municipal, asegurando también la participación ciudadana y vecinal”.

Por tanto, consideramos que las citadas propuestas para reformar la Ley de Hacienda Municipal y la Ley que establece las bases generales de la administración pública municipal, no pueden ser aceptadas, dado que constituirían una violación al artículo 115 constitucional y una intromisión en ámbitos que son de exclusiva regulación por parte de los Ayuntamientos. 


Pero más allá de estos argumentos, queda claro que las diferentes circunstancias, realidades, características y visiones de gobierno de los Municipios, hace irreal que se pretenda obligarles a contar con determinados servidores públicos municipales. 

En caso de la Hacienda Municipal, lo anterior toma relevancia, ya que al aprobarse la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal, se buscó dotar al Municipio de la mayor libertad posible para organizar dicha área. Por lo anterior, se llegó al grado de hablar del “funcionario encargado de la Hacienda Municipal”, que debemos recordar, no es una denominación, sino la definición de una función, lo cual, permite a los Ayuntamientos crear la estructura administrativa que mas se acomode a sus necesidades y características, ya sea mediante secretarias, direcciones, departamentos, etc. lo anterior, representa a los ayuntamientos también, la posibilidad de denominar a dichos servidores públicos acorde a sus necesidades. Esto, claramente contrasta con la intención de obligar a los Municipios, así sea a los más grandes, a que cuenten con tal o cual servidor público.

Por otro lado, la propuesta que se pone a consideración contraviene otro numeral específico de la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal, mismo que tutela la libertad con que cuentan los ayuntamientos para estructurar y organizar la administración pública municipal que les deriva y que a la letra señala:


Artículo 60.  Para el despacho de los asuntos administrativos y para auxiliar en sus funciones al Ayuntamiento, en cada Municipio se pueden crear, mediante ordenamiento municipal, las dependencias y oficinas que se consideren necesarias, atendiendo a las posibilidades económicas y a las necesidades de cada Municipio, así como establecer las obligaciones y facultades de los servidores públicos municipales. 

e). Por tanto, encontremos que esta propuesta efectivamente debe de ser determinada por los reglamentos municipales de la materia. Sin embargo, consideramos factible modificar exclusivamente la Ley de Hacienda Municipal con el fin de establecer que, en el caso de haber sido creado por el Ayuntamiento respectivo, la función de encargado del área de ingresos, este tendrá el carácter de autoridad fiscal, tal cual se propone en la iniciativa de mérito.
Con lo anterior, se apoya los trabajos y funcionamiento de la oficina encargada de la Hacienda Municipal, cualquiera que sea su denominación y sobre todo, se respeta la libertad de los Municipios para libremente conformar su estructura administrativa ya que, se reitera, son los ayuntamientos quienes deciden si se crea o no, la figura ya citada, la cual, en caso de existir, constituirá una autoridad fiscal en el Municipio.


f). Así, consideramos que se da respuesta a las inquietudes que se plasman en la presente iniciativa y sobre todo, se continúa, respetando el marco legal vigente, caso concreto de las disposiciones constitucionales y legales que dan vida a la autonomía municipal y reconocen precisamente al Municipio como nivel de gobierno.

Por lo anteriormente expuesto y de conformidad con los artículos 97, 107, 108, párrafo primero del 155, 157, 159 y 160 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, los suscritos integrantes de la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, sometemos a la elevada consideración de esta Asamblea, el siguiente: DICTAMEN DE LEY POR EL QUE SE REFORMA EL ARTICULO 20 Y SE ADICIONA UN ARTICULO 23 BIS A LA LEY DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE JALISCO.

LA COMISION DE PUNTOS CONSTITUCIONALES, ESTUDIOS

LEGISLATIVOS Y REGLAMENTOS

DIP.  PEDRO RUIZ HIGUERA
DIP. MARTHA R. DEL TORO G.                        DIP. ALFREDO ARGUELLES B.
COMISION DE GOBIERNACION Y FORTALECIMIENTO MUNICIPAL

DIP. CELIA FAUSTO LIZAOLA

PRESIDENTE
DIP. BENITO MANUEL VILLAGOMEZ RODRIGUEZ

VOCAL

DIP. ALONSO ULLOA VELEZ

VOCAL

DIP. JULIAN OROZCO GONZALEZ

VOCAL.

DIP. ROBERTO LOPEZ GONZALEZ

VOCAL.

DIP. MANUEL CASTELAZO M.                       DIP. F. JAVIER HIDALGO Y C. H.

DIP. B. MANUEL VILLAGOMEZ R.
          DIP. RICARDO RIOS R.
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